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EL ARBITRAJE: NOCIONES INTRODUCTORIAS
Por Roque J. CAIVANO (∗∗)

I.- INTRODUCCIÓN. CONFLICTO Y JURISDICCIÓN.
Asumido que el conflicto es una realidad insoslayable de toda organización grupal, desde
tiempos remotos las personas han buscado diferentes formas de resolverlos, de manera de
poder mantener la convivencia armónica y pacífica. En este sentido, el Derecho, el
ordenamiento jurídico, es una de las maneras de garantizar las condiciones de vida de una
sociedad, en tanto procura preservar el orden estableciendo reglas de convivencia
estructuradas sobre la base de derechos y obligaciones y límites para el ejercicio de los
derechos. Históricamente, el primer paso fue la eliminación de la violencia y la fuerza como
métodos de composición y la instauración de formas de administración de justicia, a través de
un tercero imparcial que dirimiera las contiendas de intereses.

Ya Platón mencionaba que el mayor bien para un Estado no es la guerra ni la sedición, sino la
paz y la buena inteligencia entre los ciudadanos. Pero como la existencia de intereses
contradictorios forma parte de la naturaleza del grupo, el estadista ha debido crear sistemas
que pongan remedio a los disensos, obligando a los miembros a observar ciertas reglas y
previendo que un tercero zanje las disputas. Es indispensable que se establezcan tribunales
para cada comunidad y jueces que decidan las diferencias que se susciten: un Estado no sería
Estado si lo que concierne a los tribunales no estuviese arreglado como es debido.1

La administración de justicia -en sentido lato- aparece así como una de las herramientas de
que se han valido inicialmente las sociedades para dominar los conflictos y permitir la
convivencia de sus miembros, haciendo intervenir a un tercero para resolverlos pacíficamente.
Es prueba de ello que la existencia de jueces es preexistente aún a la formación de normas
jurídicas; la primera preocupación de los hombres fue la formación de tribunales de justicia. Los
más antiguos monumentos jurídicos (el Código de Hammurabi de Babilonia, las leyes de Manú
y Narada en la India, las XII Tablas romanas y la lex sálica de los francos) estaban
consagradas a la materia judicial antes que a la legislativa.2

En los tiempos modernos el problema de cómo mantener la paz social se agrava porque el
crecimiento demográfico, la mayor concentración de población en las grandes ciudades, el
avance tecnológico y el aumento del tráfico de servicios y negocios, la generación permanente
de nuevas necesidades sociales -entre otras muchas razones- han producido un aumento en la
conflictividad, que a su vez ha desbordado las estructuras que el Estado provee para dirimirlos,
esto es, el Poder Judicial. Como contrapartida, en los últimos tiempos se está verificando una
mayor presencia de los métodos alternativos de solución de controversias, tales como la
mediación o el arbitraje.

A modo introductorio, debemos señalar que en el arbitraje existe un tercero imparcial que emite
un veredicto sobre dos pretensiones controvertidas. Pero a diferencia de la Justicia, es un
sistema en el que la decisión que pone fin al conflicto no emana de los jueces del Estado, sino
de particulares. A él se llega generalmente en forma voluntaria, a través de cláusulas mediante
las cuales las partes deciden someter determinadas cuestiones a resolución de árbitros en
lugar de acudir a los jueces. La adopción del arbitraje por la voluntad de las partes -o por el
legislador en ciertos casos en que lo impone como forzoso- implica desplazar total o
parcialmente la jurisdicción de los órganos del Poder Judicial.

                                           
(∗ ) Material preparado para el dictado de la materia "Elementos de Derecho Comercial", Facultad
de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, cátedra del Dr. Víctor Zamenfeld. Prohibida su
reproducción con otros fines sin autorización escrita del autor. Ley 11.723.
1  PLATÓN, “Las Leyes”.
2 LASCANO, David: “Jurisdicción y Competencia”, ed. Kraft, Buenos Aires, 1941.
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Ello no vulnera la garantía constitucional del juez natural, ya que si bien la Constitución
Nacional organiza los tribunales estatales como el medio natural de administrar soluciones a
los litigios que se susciten entre particulares, o entre particulares y el Estado, las garantías y
principios que emanan de los arts. 17 y 19 permiten dejar de lado ese medio, recurriéndose a
otros que operan como fórmulas alternativas. Es el propio Estado quien admite la asunción de
facultades jurisdiccionales por particulares a través del arbitraje: las partes pueden
voluntariamente excluir respecto de ciertos casos la jurisdicción judicial.

Además de ello, el Estado reconoce a las decisiones arbitrales el valor de la cosa juzgada,
habilitando para su ejecución los procedimientos de ejecución de sentencias judiciales. Los
árbitros carecen del imperium propio de los magistrados estatales, pero ello no significa un
menoscabo a su jurisdicción, ya que el ordenamiento establece la obligación de los jueces de
prestarles auxilio. No concede a los árbitros la potestad de ejercer por sí la coerción necesaria
para hacer cumplir sus decisiones, pero pone a su disposición el aparato jurisdiccional público
a través del cual podrán obtenerla.

El arbitraje implica la exclusión de los órganos estatales de administración de justicia para la
resolución de uno o más conflictos determinados. Esta exclusión es normalmente consecuencia
de un acuerdo de voluntades entre las partes, denominada genéricamente "pacto arbitral",
pudiendo también ser dispuesta por el propio legislador que determina la remisión a arbitraje de
ciertas categorías de conflictos en los que interpreta que la vía judicial resulta inconveniente.3

En suma: el arbitraje aparece como un instrumento del cual pueden valerse los particulares
para instaurar un sistema de administración de justicia que permita resolver el conflicto
prescindiendo del Poder Judicial. Esta prescindencia no es, sin embargo, absoluta, por cuanto
pueden existir diversas situaciones que exijan recurrir a un juez: la falta de cooperación de
alguna de las partes para designar los árbitros o acordar lo necesario para poner en marcha el
juicio arbitral, la necesidad de ejercer coerción para efectivizar una medida cautelar o producir
alguna prueba, o bien la ejecución del laudo. Porque una vez que los árbitros dictaron la
sentencia, si la misma no es espontáneamente cumplida por el perdidoso, la otra parte deberá
requerir de los jueces ordinarios la compulsión necesaria para lograr el cumplimiento forzado.
Es indudable, por todo ello, que el arbitraje tiene naturaleza estrictamente jurisdiccional.4

Para comprender el significado del arbitraje como sistema de resolución de conflictos, debe
partirse de una premisa: la jurisdicción (entendida como la función de administrar justicia
resolviendo controversias) no es monopolio de los órganos del Estado. Es una función
establecida en interés y protección de los particulares, por lo que nada podría impedir que
éstos -en la medida que se trate de derechos disponibles- escojan árbitros particulares para
dirimir sus disputas. El Estado tiene como objetivo el de afianzar la justicia; pero de ello no se
deriva necesariamente que deba ejercerla por sí y con carácter monopólico. En casos donde no
existen cuestiones de orden público, el legislador ha consentido en que los particulares
instauren un sistema mediante el cual esa función jurisdiccional sea encarnada por particulares.
A veces ha ido más allá, estimulándolo, o bien directamente imponiéndolo como forzoso (arts.
1627 y 1781, Cód. Civil; art. 491, Cód. de Comercio; art. 516, Cód. Procesal).

La naturaleza jurisdiccional que atribuimos a la actuación de los árbitros no significa, sin
embargo, que la equiparación con la jurisdicción judicial sea absoluta. Es obvio que entre
ambas existen diferencias, las que se derivan principalmente de la diversidad del origen y del
status de jueces y árbitros. Los jueces deben su jurisdicción a la Constitución Nacional y a las
leyes dictadas en su consecuencia, que organizan el servicio de administración de justicia a
través del Poder Judicial de la Nación y de los respectivos Poderes Judiciales provinciales. La
jurisdicción de los jueces es, por lo tanto, permanente y genérica, con la sola limitación de la
competencia en que -por territorio y materia- dividen la tarea. En el caso de los árbitros, su

                                           
3 ALVARADO VELLOSO, Adolfo, "El arbitraje: solución eficiente de conflictos de intereses", Rev. La
Ley 1986-E-1005.
4 Una exposición más completa sobre el tema puede verse en CAIVANO, Roque J. "Arbitraje", ed. Ad
Hoc, Buenos Aires, 1993.



  http://www.derecho-comercial.com
---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

3

jurisdicción depende en forma mediata de las normas que admiten la instauración de un
sistema particular de administración de justicia, si bien en forma inmediata la facultad de juzgar
les es atribuida por los litigantes que los nombran para resolver un caso concreto. En este
caso, su jurisdicción sufre una doble limitación, en razón de la materia y en razón del tiempo:
los árbitros no pueden pronunciarse sobre cuestiones que no le han sido sometidas, y deben
laudar dentro de un plazo expresa o tácitamente concedido por las partes. La jurisdicción de los
árbitros, a diferencia de la que tienen los jueces estatales, no es permanente ni genérica, sino
limitada a las cuestiones comprometidas y a un tiempo determinado que las partes -o en
defecto de pacto expreso, la ley- le otorgan para la expedición del laudo.

El juicio arbitral es un proceso destinado a que un tercero imparcial declare un derecho que
una de las partes cree tener y la otra controvierte. El laudo, por ello, es la decisión mediante la
cual los árbitros resuelven el litigio que las partes le sometieron. Este acto es la expresión más
concreta de la jurisdicción que aquellos ejercen. En definitiva, el laudo no es sino el resultado
de un juicio contradictorio de conocimiento, enderezado a obtener certidumbre respecto de una
situación fáctica y jurídica determinada.

El contenido del laudo está delimitado por los puntos litigiosos que las partes sometieron a los
árbitros, quienes deben pronunciarse sobre todas las cuestiones comprometidas, sin poder
extenderse a otras que las partes no han consentido en someterles. El fundamento de esta
limitación reside en el origen voluntario de la jurisdicción de los árbitros. Si las partes
convinieron el arbitraje para resolver determinadas controversias, los árbitros deben ejercer su
jurisdicción dentro de los límites marcados por ellas. Para las cuestiones respecto de las cuales
no existe pacto arbitral, queda subsistente la jurisdicción de los tribunales estatales, que no ha
sido renunciada respecto de ellas. En tal hipótesis, los árbitros carecen de facultades para
resolverlas. Un laudo arbitral que recaiga sobre ellas importaría violentar la intención de las
partes, dando a la renuncia a los jueces del Estado una extensión no deseada. Quedan a salvo
de este principio aquellas cuestiones meramente accesorias de las previstas en el acuerdo
arbitral o aquellas cuya sustanciación en sede arbitral haya sido consentida por las partes en el
proceso, sobre las que los árbitros pueden pronunciarse válidamente (arg. art. 754, Cód.
Procesal Civil y Comercial de la Nación y art. 792, Cód. Procesal de la Pcia. de Buenos Aires).

El otro aspecto en que los árbitros encuentran una limitación es en el referido al plazo con que
cuentan para dictar el laudo. Los árbitros no pueden excederse del que las partes hayan
señalado en el acuerdo arbitral, o en su defecto el que determine el juez o el que surja de las
disposiciones legales supletorias. Similares razones a las apuntadas respecto del contenido del
laudo -la limitación de la jurisdicción de los árbitros en función de la voluntad de las partes- dan
fundamento a la nulidad que acarrea el vencimiento del plazo para laudar.

II.- CLASES DE ARBITRAJE
Una de las ventajas del arbitraje es su flexibilidad. En principio, las partes pueden convenir
todos los aspectos del sistema y adaptarlo a las necesidades del caso. Las modalidades de
arbitraje más importantes son:

a)- Árbitros libres o arbitraje institucionalizado.
En el arbitraje institucional  se prevé la participación de una entidad que administra y organiza
el trámite, y presta una serie de servicios para que la contienda sea resuelta con mayor
eficacia. La cuestión litigiosa específica es resuelta por árbitros escogidos por las partes. La
entidad presta tareas de apoyo a las partes y a los árbitros, pero no participa en la decisión del
caso. Habitualmente tienen listas de árbitros para que las partes elijan, un reglamento de
procedimientos y modelos de acuerdo arbitral, lo que facilita a las partes el sometimiento a
arbitraje. Asimismo proveen el local y toda la infraestructura necesaria para poder llevar a cabo
el juicio arbitral, y prestan servicios de secretaría: recibir y notificar la demanda, fijar honorarios,
elegir a los árbitros y resolver las recusaciones que puedan plantearse, reemplazar árbitros
cuando sea necesario por renuncia o vacancia, fijar la sede del arbitraje, el idioma en que
tramitará, etc.
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En el arbitraje libre o ad hoc no existe ninguna institución que administre el sistema, por lo
que las partes deberán ponerse de acuerdo en las reglas sobre las cuales se desarrollará el
arbitraje: tendrán que acordar las normas en base a las que actuarán los árbitros y proveer todo
lo necesario para que el arbitraje pueda comenzar. Deberán convenir los mecanismos de
elección de los árbitros, el lugar donde se llevará a cabo y en su caso el idioma, los
procedimientos aplicables, métodos de coerción para el caso de reticencia de alguna de ellas a
cooperar o de falta de cumplimiento de las resoluciones de los árbitros, fijar a los árbitros el
plazo para laudar, eventualmente establecer los recursos que cabrán contra el laudo, etc.

b)- Amigables componedores o árbitros iuris.
Los árbitros de derecho o iuris actúan en base a formas legales y deciden las cuestiones
litigiosas según el derecho positivo, en forma similar a como lo haría un magistrado judicial. El
laudo debe estar sustentado en derecho.

Por el contrario, los arbitradores o amigables componedores  pueden prescindir de las
normas jurídicas positivas, tanto en la tramitación del proceso, como en la fundamentación del
laudo. Fallan según su leal saber y entender, "a verdad sabida y buena fe guardada", estando
dispensados -por voluntad de las partes- de sujetarse a estrictas reglas de procedimiento, y de
aplicar las normas de fondo para la resolución del caso. "Los amigables componedores
procederán sin sujeción a formas legales, limitándose a recibir los antecedentes o documentos
que las partes les presentasen, a pedirles las explicaciones que creyeren convenientes, y a
dictar sentencia según su saber y entender" (art. 769, Cód. Procesal de la Nación y art. 807,
Cód. de Buenos Aires). El de Santa Fe dispone que deben fallar la causa ex aequo et bono,
moderando, según las circunstancias, el rigor de las leyes y dando a los elementos de prueba
mayor o menor eficacia de la que les correspondería en derecho (art. 431).

c) Arbitraje forzoso. Casos.
En determinados supuestos, no es la voluntad de las partes la que sustrae la contienda del
conocimiento de los jueces estatales, sino una disposición legal que lo establece como forzoso,
siendo el legislador quien decide la sujeción del caso a arbitraje. En nuestro derecho positivo
encontramos diversos ejemplos de normas que imponen la vía arbitral:
- Arts. 1627 y 1781, Cód. Civil;
- Art. 491, Cód. de Comercio;
- Arts. 516, Cód. Procesal Nacional y 514, Cód. de Buenos Aires;
- Aart. 417, Cód. Procesal de Santa Fe;
- Art. 470 Cód. de Córdoba.
- También lo preveía el art. 448 del Cód. de Comercio (hoy derogado por la ley 19.550) para

las cuestiones suscitadas entre los socios con motivo de la existencia, liquidación o
partición de una sociedad comercial.

III.- EL ACUERDO ARBITRAL
a) Cláusula compromisoria y compromiso arbitral
El arbitraje nace normalmente a partir de la voluntad de las partes que deciden excluir la
jurisdicción judicial, remitiendo determinadas cuestiones litigiosas a la decisión de particulares.
Ese acuerdo de voluntades -que genéricamente denominaremos "acuerdo arbitral" o "pacto de
arbitraje"- puede hallarse representado en un solo acto, o bien dividirse en dos actos sucesivos.
En esta última hipótesis tendremos una "cláusula compromisoria" y un posterior "compromiso
arbitral".

La cláusula compromisoria es el convenio mediante el cual las partes deciden someter algunos
asuntos a arbitraje, sustrayéndolos al conocimiento de los jueces ordinarios. Las divergencias a
las que se refiere son, al momento de suscribir la cláusula, meramente eventuales, sin que
siquiera se sepa si llegarán a producirse. A la cláusula compromisoria le son aplicables, en
general, los requisitos genéricos de los contratos: tendrá que existir un consentimiento válido,
manifestado por personas con capacidad para obligarse, versando sobre un objeto lícito y
plasmado en la forma prevista por la ley. Adicionalmente, la cláusula compromisoria tiene un
requisito específico, consistente en la necesidad de que exista entre las partes un vínculo
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jurídico más amplio, del cual puedan surgir controversias que son así la materia sobre la que
recaerá el arbitraje.

Habida cuenta de que al momento en que se celebra este acuerdo todavía no existen
divergencias concretas y actuales, la cláusula compromisoria está habitualmente referida a
conflictos eventuales y futuros. Para el caso en que de esa relación jurídica se suscitaran
controversias, las partes prevén su solución por la vía del arbitraje. En ese momento, las partes
no conocen con certeza cuáles serán puntualmente los aspectos concretos que deberán
resolver los árbitros. Ello no implica, sin embargo, que el sometimiento de las mismas a
arbitraje sea inválido: el acuerdo contenido en la cláusula compromisoria hace irrevocable y
definitivo el pacto. El problema es que, en las legislaciones que aún mantienen la exigencia del
compromiso arbitral, cuando el conflicto efectivamente se produce, es necesario celebrar un
nuevo acuerdo de voluntades que complemente la cláusula compromisoria y la haga operativa.

Esta es la función del compromiso arbitral: mediante este nuevo acuerdo las partes, luego de
verificado el conflicto de intereses, convienen los aspectos concretos de funcionamiento del
arbitraje. Su cometido es complementar la disposición genérica contenida en la cláusula
compromisoria de remitir a árbitros las eventuales disputas, al concretarlas en determinados
puntos específicos. El compromiso arbitral está referido a controversias ya existentes y no
meramente eventuales y tiene por finalidad la de definir -entre otras cosas- los puntos litigiosos
que los árbitros habrán de resolver. Con el compromiso arbitral se completa el acuerdo arbitral
y adquiere operatividad concreta la exclusión de la jurisdicción judicial y el sometimiento de las
cuestiones a juicio de árbitros.

No obstante la diferencia conceptual entre ambos, debe tenerse presente que traducen una
misma finalidad: permitir que cierta clase de disputas sean resueltas por árbitros. Es por ello
que las previsiones legales acerca del contenido del compromiso arbitral (arts. 739 y 740, Cód.
Procesal) deben ser interpretadas como la enunciación de los aspectos sobre los que
necesariamente debe recaer el acuerdo de voluntad de las partes; pudiendo surgir de la
cláusula compromisoria anterior al conflicto o del compromiso posterior. Lo importante es que
dichos aspectos estén resueltos por las partes, siendo irrelevante la oportunidad en que esa
concordancia se logró.

Esta es la tendencia que marcan los más modernos ordenamientos de arbitraje. Disponen los
aspectos sobre los que habrá de existir acuerdo entre las partes, dejando librado a su
determinación los modos en que ese acuerdo se concretará. Así, por ejemplo, la ley española
de 1988 señala en la exposición de motivos que “se elimina la distinción entre el contrato
preliminar de arbitraje y el compromiso que efectuaba la ley de 1953. El convenio arbitral,
instrumento en el que se plasma el derecho de las personas a solucionar las cuestiones
litigiosas de su libre disposición que reconoce el art. 1º, puede tener por objeto cuestiones
presentes o futuras. Se trata con ello de superar la relativa ineficacia  de la cláusula
compromisoria o contrato preliminar de arbitraje, que solía estipularse antes del nacimiento real
de la controversia entre las partes”. También la Ley modelo de arbitraje de UNCITRAL de 1985,
y las nuevas regulaciones mexicana, peruana y boliviana receptan el “acuerdo de arbitraje” en
forma genérica, careciendo de relevancia si el mismo se concierta antes o después de haber
surgido la controversia.5

El acuerdo arbitral tiene dos principales efectos: uno positivo -atribuir jurisdicción a los árbitros-
y otro negativo, ya que provoca la incompetencia de los jueces estatales para intervenir en la
resolución de aquellos conflictos que hayan sido sometidos a arbitraje. Sustrae esos litigios de
la jurisdicción de los jueces ordinarios, otorgándosela en su lugar a particulares que -
temporalmente- se hallan investidos de similares funciones. Producido un diferendo respecto
de alguno de los asuntos incluidos en el acuerdo, no existe para las partes la libertad de optar
por accionar en la justicia ordinaria, quedando obligados a solucionarlo por la vía arbitral.

b) Cuestiones arbitrables - Límites a la autonomía de la voluntad

                                           
5 CAIVANO, Roque J.: “El compromiso arbitral: una institución inconveniente”, Rev. La Ley 1997-F-
1177.
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El arbitraje puede utilizarse para resolver cuestiones litigiosas que versen sobre derechos
disponibles. El principio general es que puede someterse a juicio de árbitros "toda cuestión
entre partes", a excepción de aquellas que no pueden ser objeto de transacción (arts. 736 y
737, Cód. Procesal Civil y Comercial de la Nación; arts. 774 y 775, Cód. de Buenos Aires, art.
416, Cód. de Santa Fe y arts. 468 y 469, Cód. de Córdoba).

Del juego de las normas y principios aplicables surge -en definitiva- que no pueden ser
sometidas a resolución por árbitros, las siguientes cuestiones:
  -acciones penales derivadas de hechos ilícitos (aquellas cuyo objeto es acusar y pedir el
castigo del delito). Podrá someterse la indemnización causada por el delito (art. 842, Cód.
Civil);
  -cuestiones sobre la validez o nulidad de matrimonio y en general, sobre el estado civil y
capacidad de las personas o referidas al emplazamiento de las personas en el estado de
familia. Se permite respecto de intereses puramente pecuniarios subordinados a ese estado,
con tal que al mismo tiempo no verse sobre el mismo estado (art. 843 y su nota, arts. 845, 846
y 847);
  -derechos eventuales a una sucesión (arts. 848 y 1175);
  -cosas que estén fuera del comercio (arts. 844 y 953);
  -derechos que no pueden ser materia de convención, por haberse prohibido que sean objeto
de actos jurídicos, o por tratarse de hechos imposibles, ilícitos, contrarios a la moral o las
buenas costumbres, que se opongan a la libertad de las acciones o de conciencia, o que
perjudiquen los derechos de terceros (arts. 844 y 953);
  -en general, aquellas cuestiones en las que esté interesado el orden público (arts. 844 y 21).

Por carácter excluyente, todas las cuestiones que no puedan considerarse comprendidas en la
enumeración precedente, son susceptibles de transacción, y por tanto de ser resueltas por
árbitros (arg. arts. 849, Cód. Civil y 736, Cód. Procesal Nacional).

c)- Designación de los árbitros
Una vez acordado el sometimiento a juicio de árbitros, es necesario nombrar a las personas
que ejercerán esa función, si no hubiese remisión a un arbitraje institucional. Lo común será
que los árbitros sean designados por las partes de común acuerdo. Pero si estas no han
nominado a los árbitros o no se ponen de acuerdo acerca de las personas que ejercerán esa
función, debe recurrirse una acción judicial, cuyo objeto procesal es la designación de los
árbitros (arts. 742 y 743, Cód. Procesal Nacional; arts. 780 y 781, Cód. de Buenos Aires). Para
evitar esta acción, las partes pueden convenir que los árbitros sean designados por un tercero,
o nominar un árbitro cada una y delegar en estos la designación del tercero.

IV.- EL LAUDO ARBITRAL.
a) Efectos. La ejecución
El laudo es la decisión emanada de los árbitros que pone fin al litigio, resolviendo
definitivamente el diferendo que las partes les habían sometido. Tiene el carácter de una
verdadera sentencia, e impone a las partes una solución para las diferencias que los
separaban, considerándose una auténtica resolución que los árbitros expiden como
consecuencia de la autoridad o poder de juzgar que las partes les dieron. El laudo arbitral tiene
idéntica eficacia jurídica que las sentencias judiciales, ejecutándose por los mismos medios y
procedimientos. El Estado pone a disposición de quien haya resultado beneficiado, su
imperium y su estructura a los fines de ejercer coerción para lograr la satisfacción de los
derechos que el laudo le atribuye. La ausencia de imperium de los árbitros no perjudica la
obligatoriedad del laudo, ya que el beneficiario de la condena dispuesta por los árbitros puede
poner en marcha el aparato jurisdiccional público para hacer efectivos los derechos que el
laudo le atribuye.

El laudo hace cosa juzgada respecto del fondo de las cuestiones que fueron sometidas a
arbitraje y resueltas en él, de la misma forma que las sentencias de los tribunales ordinarios.
Firme o consentido el laudo, las decisiones que contiene devienen irrevisables, no pudiendo las
partes volver a plantearlas ante ningún otro tribunal, ni judicial ni arbitral. Adquieren la firmeza
propia de un acto jurisdiccional, con eficacia para las partes -que pueden procurar su
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cumplimiento forzado- y para los jueces, que carecen de potestad para revisar el contenido de
un laudo consentido.

El Cód. Procesal Nacional (art. 499) y el de la Pcia. de Buenos Aires (art. 497) disponen que
consentida o ejecutoriada una sentencia de un tribunal judicial o arbitral y vencido el plazo
fijado para su cumplimiento, se procederá a ejecutarla, a instancia de parte, de conformidad
con las reglas que se establecen en el capítulo respectivo. Los Códigos de Santa Fe (art. 435)
y Córdoba (arts. 509 y 510) establecen que una vez dictado el laudo arbitral, deberá ser
remitido al juez ordinario, quien procederá a notificarlo, ordenando que sea cumplido y
ejecutado previa inserción en el libro de sentencias.

Los laudos dictados por tribunales arbitrales extranjeros también pueden ser ejecutados en el
país por el procedimiento previsto para la ejecución de sentencias extranjeras, bajo ciertos
requisitos. Para los casos en que no existiese un tratado, el laudo extranjero debe cumplir los
requisitos establecidos por el art. 519 bis del Cód. Procesal de la Nación. En materia de
tratados, puede citarse la Convención de Nueva York sobre reconocimiento y ejecución de
laudos arbitrales, ratificada por la República Argentina mediante ley 23.619.

b) Revisión y control judicial de los laudos
Desde otro ángulo, el laudo, al igual que cualquier sentencia, es susceptible de ser atacada por
la vía de la apelación, o por la vía de la nulidad. En el caso de las sentencias judiciales, ambos
recursos se presumen indisolubles, al punto tal que el recurso de nulidad se encuentra
subsumido  en el de apelación (art. 253, Cód. Procesal Civil y Comercial de la Nación);
mientras que en el caso del arbitraje, las vías para la impugnación por nulidad son diferentes
de la apelación. Es por ello que cuando se habla de impugnación de los laudos es menester
aclarar y diferenciar ambos conceptos.

Mediante la nulidad, lo que se procura es invalidar el pronunciamiento arbitral por carecer de
los requisitos que la legislación impone, y por ello los medios de impugnación no resultan
disponibles por las partes, al fundarse en cuestiones de orden público. La apelación por el
contrario, persigue como objetivo que un órgano de superior jerarquía revise lo decidido por los
árbitros en el laudo, con facultades para confirmarlo, modificarlo o revocarlo. En este último
supuesto se revisa el fondo del laudo, mientras que en el caso de la nulidad solamente se
controla el cumplimiento de los recaudos legales, sin entrar a valorar el acierto o desacierto de
la decisión.

Es consecuencia de ello que, mientras la impugnación por nulidad es indisponible para las
partes, la existencia o no de una instancia de apelación ulterior del laudo depende de lo que
ellas hayan convenido al someter sus disputas a arbitraje, y ante su silencio, de lo que las
normas establecen en forma supletoria. La apelabilidad del laudo es una cuestión disponible
por los litigantes: estos pueden instaurar un sistema arbitral de instancia única o establecer un
recurso de apelación, pudiendo en este último caso disponer libremente ante quién se
sustanciará el mismo, así como las condiciones bajo las cuales procederá.

V.- CONCLUSIÓN
Entre las diferentes formas de resolver conflictos, el arbitraje configura un sistema que  ofrece
muchas ventajas y múltiples posibilidades para resolver satisfactoriamente una controversia.
Sus características intrínsecas (mayor libertad, deslegalización, descentralización,
desformalización), y sus ventajas comparativas frente a la jurisdicción estatal (celeridad,
confidencialidad, especialización, economía de recursos materiales y humanos, menor grado
de enfrentamiento entre las partes, flexibilidad, mayor participación de las partes en el proceso,
e inmediación entre estas y el árbitro) hacen del arbitraje un sistema que puede brindar una
opción más eficiente.

Si hubiéramos de subrayar sólo una de sus condiciones favorables, sin duda anotaríamos la
flexibilidad, pues permite a las partes implementar un sistema a la medida de cada caso. Las
partes pueden construir el arbitraje que mejor atienda sus necesidades y las particularidades
del caso, sin por ello perder efectividad. Al combinar adecuadamente un amplio campo de
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libertad para convenir todo lo atinente a su funcionamiento, con la efectividad del laudo,
revestido de la autoridad de la cosa juzgada, el arbitraje aparece como una de las fórmulas
más idóneas para el comercio actual.

Sin embargo, no debe perderse de vista que el arbitraje es sólo un medio instrumental,
potencialmente idóneo, en términos generales, para dar adecuadas respuestas a las
necesidades de los litigantes. Por eso mismo, no tendrá la misma eficacia para cualquier clase
de conflicto: obviamente hay supuestos en los que aparece como más propicio, y otros en los
cuales no es recomendable. Un ámbito naturalmente apto para el arbitraje son, por ejemplo, las
divergencias nacidas de transacciones entre partes vinculadas por relaciones comerciales
duraderas, en las que además de resolver el conflicto puntual es necesario mantener la
relación en términos que les permitan seguir haciendo negocios en el futuro; o las que se
originen en el comercio internacional, por la flexibilidad que el arbitraje ofrece en cuanto a elegir
no sólo la persona de los árbitros, sino el lugar donde se llevará a cabo el juicio, el idioma, el
procedimiento, etc.6

Cuando se utiliza correctamente y para un caso en que el arbitraje es el método apropiado, sus
beneficios son evidentes. Significa en definitiva, poner al alcance de las partes la posibilidad de
resolver sus conflictos de un modo más racional y previsible: podrán obtener un laudo arbitral -
equivalente a una sentencia- dictado por personas elegidas por ellas en base a sus
antecedentes, idoneidad técnica, confiabilidad y aptitud moral. Adicionalmente, significa la
posibilidad de evitar que se deteriore la relación entre las partes y de ahorrar tiempo y dinero.♠

                                           
6 O'FARRELL, Jorge E., “Arbitraje internacional, solución de futuro”, Rev. La Ley 1992-C-803.


